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Las medidas de protección de menores en general, y en concreto las que se refieren al acogimiento residencial, 
no tienen la posibilidad ni el objetivo de suponer un contexto de control cerrado para los menores tutelados, 
siendo por el contrario, un recurso de carácter abierto que aporta un marco de protección alternativo a 
su núcleo familiar, donde se pretende la normalización y unos de los recursos del entorno (sanitarios o 
educativos), no contemplándose como una medida privativa de libertad ni de análogas características.

En este sentido, para asumir la tutela de un menor es necesaria no sólo una resolución fundamentada de 
declaración de desamparo sino además, en el caso de adolescentes, su grado de madurez hace necesario 
que sean oídos previamente en relación con la aceptación de dicha medida. De este modo, el adolescente 
permitirá una adecuada intervención psicoeducativa tanto a nivel familiar como individual. Así mismo, 
se eludirán problemas graves de adaptación al centro, conductas agresivas y de riesgo, como las que se 
originan por la falta de control del adolescente. 

El Ente Público argumenta que en el caso de que el adolescente presente hechos tipificados como delitos en 
Código Penal o las leyes penales especiales y que sean considerados objeto de medida judicial (agresiones, 
robos, violencia intrafamiliar, amenazas,...) serían susceptibles de responsabilidad penal, acordando en tal 
caso el Juzgado las medidas sancionadoras y educativas previstas en la legislación.

Se indica que en el supuesto concreto de este menor, el mismo llegó a ingresar en un centro de protección 
acompañado por los Cuerpos de Seguridad del Estado y lo abandonó de forma voluntaria al día siguiente, 
ya que al no tratarse de un recurso asistencial cerrado, en el que la permanencia en el mismo es voluntaria, 
no reviste las características idóneas para la atención al menor.

A pesar de todo lo anterior, en el informe se indicaba que se estaba pendiente de la evolución del menor 
y que estaba abierto un periodo de información previa para valorar la posible necesidad de promover 
medidas protectoras para el referido menor.

También en la queja 16/2327 se dirige al Defensor del Menor una madre disconforme con las ayudas 
sociales que había venido recibiendo para el cuidado de su hijo. Relataba la precaria situación social 
y económica en que se encontraba y como su hijo había venido agravando sus problemas de conducta 
sin que la Administración le hubiera facilitado atención especializada, a pesar de las reiteradas peticiones 
que había ido realizando ante diferentes instancias administrativas. La madre nos decía que su hijo ya no 
acudía al instituto y que había empezado a protagonizar hechos delictivos.

Solicitamos información a los servicios sociales su localidad de residencia en relación a la situación de riesgo 
del menor descrita por la madre y los informes, con propuestas de intervención que se hubieran podido 
remitir a la Junta de Andalucía para el ejercicio de sus competencias como Ente Público de Protección de 
Menores.

Desde el Ayuntamiento nos remiten un informe emitido por el Equipo de Tratamiento Familiar que venía 
interviniendo en el caso desde que les fue derivada la problemática familiar años atrás. El menor había 
recibido atención psicológica especializada por parte de los profesionales que integran dicho equipo, 
trabajando con él los problemas de relación con sus progenitores, así como su comportamiento en el 
centro escolar. Fruto de este trabajo, y en coordinación con la Delegación de Educación se le facilitó una 
plaza en una residencia escolar. A pesar de ello su comportamiento se vio alterado tras retomar la relación 
con su padre, produciéndose de nuevo reiteradas discusiones que incluso derivaron en agresiones físicas. 
Consecuencia de estos hechos fue la condena por parte de un Juzgado de Menores al cumplimiento de 
una medida educativa la cual se venía ejecutando en esos momentos.

1.9.2.6.4 Otros supuestos de especial vulnerabiliad
En su momento, presentamos ante el Parlamento un Informe que bajo el título “Menores expuestos a 
violencia: víctimas con identidad propia” detallaba las repercusiones para los menores en cuya familia 
hubiera existido violencia de género. Sobre esta situación de vulnerabilidad no dejamos de tener noticias 
de casos en que no se presta a los menores la atención que sería requerida en tales supuestos.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/menores-expuestos-a-violencia-de-genero-victimas-con-identidad-propia
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Citamos como ejemplo la problemática de una madre, la cual en 2009 fue victima de malos tratos por su 
marido, que se lamentaba de que su hija no hubiera sido derivada por los servicios sociales a un programa 
de asistencia psicológica específico para estas situaciones.

Tras interesarnos por el caso solicitamos la colaboración de los servicios sociales dependientes del 
Ayuntamiento de Sevilla, donde nos informaron que tras entrevistarse con el padre éste manifestó su 
total oposición a que su hija recibiera dicha terapia psicológica. Ante esta oposición, y tras contactar con la 
madre, le informaron de su situación jurídica y le prestaron asesoramiento para que solicitase la pertinente 
autorización judicial que solventaría el obstáculo puesto por el padre para que su hija pudiera beneficiarse 
de dicha terapia, comprometiéndose la madre a realizar dicho trámite judicial (queja 16/0663). 

También intervenimos de oficio al conocer que un menor lactante, de nacionalidad marroquí, tuvo que 
ser ingresado en un centro hospitalario de Málaga por las las lesiones que le causó un familiar al verterle 
en la boca un ácido cuando sólo contaba con 25 días de vida. El niño se encontraba acompañado de su 
madre, una mujer también de origen marroquí que había sido repudiada por su familia tras denunciar a 
la agresora -una hermana del padre del menor-.

El problema es que el menor debía continuar recibiendo asistencia sanitaria aunque no hospitalaria, sin 
embargo, la situación de precariedad económica de la madre le impedía acceder a una vivienda. En aquellos 
momentos, una entidad privada había accedido a atender a la familia pero sólo transitoriamente ya que 
el recurso está diseñado para familias con niños ingresados que viven lejos del hospital, y no tiene como 
objetivo la atención de problemas sociales como es el caso de esta unidad familiar. 

Ante esta situación, acordamos iniciar gestiones con el Ayuntamiento de Málaga y con el centro hospitalario 
en cuestión para comprobar la atención dispensada a la unidad familiar de referencia y sobre los posibles 
recursos ofertados a la misma. Asimismo, desde la Defensoría se apuntó la posibilidad de que, teniendo 
en cuenta las circunstancias que concurrían en el presente supuesto, se prestara ayuda a la madre para 
solicitar el estatuto de refugiada junto con el menor. En todo caso, recordamos a ambos organismos la 
necesidad de desarrollar trabajos coordinados para encontrar una solución estable a la unidad familiar. 
(Queja 16/2906).

1.9.2.7 Familias

1.9.2.7.1 Conflictos de relación en el seno de la familia
Nuevamente los conflictos de relación surgidos en el seno de la familia acaparan un importante número 
de quejas durante 2016. De todos los actores implicados en estos conflictos la parte más frágil son los 
hijos, que en una etapa de su vida en que requieren de estabilidad y un clima de convivencia armónico 
en el que crecer y madurar como personas, asisten a disputas entre sus progenitores, o entre estos y 
otros miembros de la familia, sin comprender bien los motivos de tales desavenencias, siendo a veces 
requeridos para decantarse por una u otra parte, y utilizados como instrumento de presión o como medio 
para hacer el mayor daño posible a la otra parte. 

Los asuntos que se nos plantean son muy variados. En ocasiones la queja trasluce una oposición frontal a 
la decisión adoptada por el Juzgado, calificándola de errónea y en algunos casos incluso de tendenciosa, 
favoreciendo de forma injustificada a la otra parte. Ejemplo de ello es la queja 16/0687 en la que la persona 
interesada se mostraba disconforme con la resolución judicial que estimaba la demanda de modificación 
de medidas interpuesta por la otra parte, argumentado que ésta se fundamentaba en el testimonio 
manipulado del hijo que tenían en común. De igual modo en la queja 16/1343 se considera tendenciosa 
la decisión del juzgado de no admitir las pruebas solicitadas con ocasión de la vista preliminar y como 
este hecho condicionó la posterior resolución judicial.

En otras ocasiones las personas se dirigen al Defensor impotentes ante la carencia de efectos de determinada 
resolución judicial que les favorece y solicitan nuestra intervención para conseguir que determinada 
resolución judicial sea efectivamente aplicada. Así en la queja 16/0376 el interesado se lamenta de que 
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